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INFORME SECRETARIAL 
Bogotá D.C., junio seis (06) de dos mil veintitrés (2023). Al despacho de la 

señora Juez en la fecha, informando que por reparto nos correspondió la 
presente acción de tutela la cual se radico bajo el No. 2023-229. Sírvase 
proveer. 

 
 

 
LUZ MILA CELIS PARRA  

SECRETARIA. 

 
 

 
JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C., junio seis (06) de dos mil veintitrés (2023) 

 
 

De conformidad con el procedimiento reglado en el decreto 2591 de 1991, el 
Juzgado procede  a  dar el trámite correspondiente a la acción de tutela No. 
2023-229, instaurada por la señora ANA ELODIA TOSCANO identificada con 

cedula de ciudadanía 23.215.210 contra CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS 
MILITARES – CREMIL por vulneración al derechos fundamentales 

constitucionales de petición y acceso a documentos públicos.    

 
En consecuencia, líbrese oficio con destino al CAJA DE RETIRO DE LAS 

FUERZAS MILITARES – CREMIL, para que se pronuncien de manera 
inmediata y brinde respuesta integral, clara, precisa y congruente a los 

numerales 2, 3 y 4 contenidos en el derecho de petición de fecha 04 de marzo 
de 2023. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 
LA JUEZ,  

 

ORIGINAL FIRMADO POR 

LEIDA BALLÉN FARFÁN 
 

 

MTRV 

 
 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 
DE BOGOTA D.C. 

 
La anterior providencia fue notificada por anotación en 

estado: 
 

No. 094 del 07 de junio de 2023 
 
 

LUZ MILA CELIS PARRA  

SECRETARIA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

TUTELA NÚMERO 223-2023 
 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 
 

Bogotá D.C., junio seis (06) de dos mil veintitrés (2023) 

 
OBJETO DE LA DECISIÓN 

 
Se pronuncia el Despacho sobre la acción impetrada por el señor RAFAEL 

ANTONIO VÉLEZ FERNÁNDEZ, identificado con la C.C. No. 19.130.309, 

contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES, por vulneración a los derechos fundamentales 

constitucionales de petición, seguridad social y debido proceso. 

 
ANTECEDENTES 

 

El señor RAFAEL ANTONIO VÉLEZ FERNÁNDEZ, identificado con la C.C. No. 

19.130.309, presenta acción de tutela contra la ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, para que se pronuncie 

sobre el derecho de petición de fecha 04 de noviembre de 2022 con radicado 

2022_16275970 en el que solicita dar cumplimiento pronto y oportuno a las 

sentencias proferidas por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CUNDINAMARCA SECCIÓN SEGUNDA- SUBSECCIÓN D y del CONSEJO DE 

ESTADO – SECCIÓN SEGUNDA – SUBSECCIÓN A. 

 
Fundamenta su petición en el artículo 23, 48, 29, de la Constitución Política de 

Colombia de 1991. 

 

ACTUACIÓN DEL DESPACHO 
 

De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado, mediante auto de mayo veinticuatro (24) de dos mil veintitrés (2023), 

dispuso dar trámite a la presente acción de tutela y notificar a la entidad 

accionada mediante correo electrónico, a fin de que ejerciera su derecho de 

defensa y contradicción frente a los hechos y pretensiones indicados por la parte 

accionante y enunciados en el acápite de antecedentes de esta providencia. 

  

La   accionada    ADMINISTRADORA   COLOMBIANA   DE   PENSIONES    - 

COLPENSIONES, en alguno de los apartes de su respuesta indicó lo siguiente: 

 
  “NAZLY  YORLENY  CASTILLO  BURGOS.  en  mi  calidad  de  Directora (A)  de  la 
  Dirección  de  Acciones  Constitucionales  de  la  Administradora  Colombiana  de 
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Pensiones. Colpensiones, conforme a la certificación que se adjunta a este escrito, 
en atención al asunto de referencia, presento informe en los términos del artículo 
19 del Decreto 2591 de 1991 como pasa a indicarse: 
  
“Es pertinente indicar al honorable despacho que esta Administradora está 
comprometida en acatar las órdenes judiciales, y a la fecha las áreas encargadas 

de cumplir lo ordenado en proceso ordinario se encuentran adelantando lo 
pertinente para lograr darle dentro del menor tiempo posible respuesta al 
accionante a su solicitud”. 
 
“Por lo anterior, me permito exponer los siguientes argumentos Jurídicos por los 
cuales solicito se declare la improcedencia de la presente acción de tutela”. 

 
Tramite interno para el cumplimiento del fallo judicial 
 
“En Colpensiones se notifican en promedio 6.851 sentencias condenatorias 
mensualmente, generadas dentro de procesos ordinarios o contenciosos 

administrativos, para cuyo cumplimiento deben surtirse varios trámites internos, 
en sujeción a las normas presupuestales, el principio de planeación y legalidad que 

cobija a las entidades públicas, las instrucciones impartidas por los entes de 
control, como la Resolución 116 de 2017 de la Contaduría General de la Nación, 
las auditorías de calidad y seguridad, además de los controles orientados a 
prevenir dentro del marco nacional de lucha contra la corrupción”. 
 
“Los trámites que ejecuta Colpensiones previo al pago de la sentencia se agrupan 
en las siguientes etapas: 

 

 
 
 
 

 
 
 

 
 
 

 
Veamos cada uno: 
 

 Radicación de la sentencia 
 

“El ciudadano o el abogado que representa a Colpensiones radica el acta con las 

decisiones ejecutoriadas”. 
 
“Para la radicación se cuenta con una lista de chequeo de los documentos 
obligatorios y opcionales de conformidad al tipo de solicitud (cumplimiento de 
sentencia con ejecutivo - cumplimiento de sentencia sin ejecutivo) y tipo de 
instancia (primera instancia - segunda instancia). En caso de que la documentación 
se encuentre incompleta se genera comunicación al abogado o al ciudadano, 

indicando la documentación recibida y la faltante”. 

 
 Alistamiento de la sentencia 

 
“Debido a que la providencia es dictada en un proceso oral, conforme lo dispuesto 
en la ley 1149 de 2007, se debe solicitar al despacho la entrega del CD contentivo 
de las decisiones en concreto, el cual una vez transcrito, permite liquidar y pagar 

la orden judicial”. 
 
“Es importante indicar que la mayoría de las sentencias proferidas en contra de 
Colpensiones son determinables, es decir, no establecen el valor exacto de la 
condena, pero si determinan los factores o elementos para su liquidación”. 
 

“Por consiguiente, la administración debe contar con el término necesario para 
realizar las operaciones aritméticas, para la liquidación de la obligación, conforme 
a los factores y emolumentos establecidos en la decisión judicial, por lo que no 
resulta razonable ni lógico, que se dé trámite a un proceso ejecutivo 
inmediatamente cobra ejecutoria la sentencia”. 
 

 Validación de documentos 
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“En esta actividad, se valida que la documentación jurídica, y aquella necesaria 
para el reconocimiento de la prestación económica u obligación de hacer 
(documentos del ciudadano) y pago de costas, sea allegada de forma integral en 
el radicado de cumplimiento de sentencias y procede a la verificación de 
autenticidad de los fallos judiciales, para lo cual, se realiza un requerimiento al 
contratista encargado de verificar la legitimidad de la decisión y se valida la 

existencia o no de duplicidad de la sentencia con otras solicitudes de cumplimiento 
de sentencia. En esta etapa se identifican casos de corrupción y abuso del 
derecho., conforme se expondrá más adelante”. 
 
“Una vez la entidad cuenta con los elementos necesarios, se procede a la emisión 
del acto administrativo, su notificación al ciudadano, y la inclusión en nómina de 

pensionados o el giro de los recursos liquidados a su favor”. 
 

 Protección de los recursos de la seguridad social - Lucha contra la 
corrupción 

 

“Como se indicó, las gestiones internas que realiza Colpensiones, previas al pago 
de una sentencia tales como, identificar al ciudadano beneficiario, validar la 

documentación jurídica, determinar la información necesaria para el 
reconocimiento de la prestación económica, verificar que no exista duplicidad de 
sentencias o pagos, emitir los actos administrativos a que haya lugar, realizar las 
apropiaciones presupuestales, la inclusión en nómina, entre otras, no solo están 
dirigidas al cumplimiento de la providencia judicial, adicionalmente en esta fase se 
identifican, actuaciones proferidas con el propósito de defraudar al sistema, 
usurpar sus recursos o lograr un beneficio particular sin el cumplimiento 

de los requisitos legales”. 
 
“Ante tal problemática, la etapa del pago o cumplimiento del fallo, es una de las 
faces en las que la entidad, realiza el análisis pertinente con el propósito de 
identificar fraudes u obtención de prestaciones económicas con fundamento en 
conductas delictivas o situaciones de abuso del derecho, las cuales, solo son 

detectables una vez proferidas las sentencias, en la medida que, en esta etapa se 
conoce la decisión definitiva adoptada por la autoridad judicial”.  
 

“Es evidente, que las sentencias judiciales condenatorias proferidas bajo 
escenarios de corrupción, generan impacto en los recursos del Sistema General de 
Pensiones, por lo que resulta indiscutible que el dinero destinado para el 
cumplimiento de este fin, debe ser objeto de medidas de protección especial, 

dentro de las cuales se encuentre el tiempo necesario para realizar el cumplimiento 
de la sentencia, los trámites presupuestales y la validación para su asignación, 
todo con el fin de garantizar un mínimo y adecuado equilibrio financiero”.  
 
“En este punto, es importante indicar que Colpensiones viene realizando acciones 
con el ánimo de reducir los tiempos de respuesta y garantizar los derechos de los 
afiliados, pensionados y vinculados, a la entidad, para lo cual, ha implementado 

medidas tendientes al fortalecimiento de la capacidad operativa (poblamiento de 
planta de personal, procesos, infraestructura tecnológica y modelo de atención al 
usuario)”. 
 
Término de cumplimiento 
 

“Sea del caso indicar, señor Juez, que esta administradora entiende que el 
acatamiento de los fallos dictados por los funcionarios judiciales es un imperativo 
indiscutible de un Estado Social y Democrático de Derecho. De allí que el tiempo 
que se ha tomado esta entidad pública encuentre respaldo en las gestiones 
preparatorias y de ejecución para garantizar el cumplimiento de la decisión y la 
protección de los recursos del sistema”. 
 

“Por lo anterior, ha de tenerse en cuenta que el cumplimiento de una decisión 
judicial debe atenderse bajo las exigencias legales de carácter normativo, 
presupuestal y contable, así, como las consecuencias que en materia litigiosa y 
patrimonial representa para la autoridad estatal un término restringido de 
ejecución, por lo que apelamos a su buen juicio, para que ello sea tenido en cuenta, 
en la media que la entidad previo a emitir el acto administrativo de cumplimiento 
debe adelantar acciones que conlleven a la valoración del expediente pensional, 

corrección de la historia laboral, validaciones en algunos casos del CETIL, cobros 
por mora, cálculos actuariales entre otros, lo que hace que el termino de 
cumplimiento sea prudencial respecto de las gestiones que se deben adelantar”. 

 
PROTECCIÓN DE LOS RECURSOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL - LUCHA 

CONTRA LA CORRUPCIÓN 
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“Como se indicó, las gestiones internas que realiza Colpensiones, previas al 
cumplimiento de una sentencia tales como, identificar al ciudadano beneficiario, 
validar la documentación jurídica, determinar la información necesaria para el 
reconocimiento de la prestación económica, verificar que no exista duplicidad de 
sentencias o pagos, emitir los actos administrativos a que haya lugar, realizar las 

apropiaciones presupuestales, la inclusión en nómina, entre otras, no solo están 
dirigidas al cumplimiento de la providencia judicial, adicionalmente en esta fase se 
identifican, actuaciones proferidas con el propósito de defraudar al sistema, 
usurpar sus recursos o lograr un beneficio particular sin el cumplimiento 
de los requisitos legales, como puede suceder en los traslados al régimen de 
prima media, pues no se debe olvidar que este es un fondo común, por lo que se 

pueden ver afectados a futuro otros posibles beneficiarios”. 
 
“Ante tal problemática, la etapa del pago o cumplimiento del fallo, es una de las 
faces en las que la entidad, realiza el análisis pertinente con el propósito de 
identificar fraudes u obtención de prestaciones económicas con fundamento en 

conductas delictivas o situaciones de abuso del derecho, las cuales, solo son 
detectables una vez proferidas las sentencias, en la medida que, en esta etapa se 

conoce la decisión definitiva adoptada por la autoridad judicial”.  
 
“Es evidente, que las sentencias judiciales condenatorias proferidas bajo 
escenarios de corrupción, generan impacto en los recursos del Sistema General de 
Pensiones, por lo que resulta indiscutible que el dinero destinado para el 
cumplimiento de este fin, debe ser objeto de medidas de protección especial, 
dentro de las cuales se encuentre el tiempo necesario para realizar el cumplimiento 

de la sentencia, los trámites presupuestales y la validación para su asignación, 
todo con el fin de garantizar un mínimo y adecuado equilibrio financiero”.  
 
“En este punto, es importante indicar que Colpensiones viene realizando acciones 
con el ánimo de reducir los tiempos de respuesta y garantizar los derechos de los 
afiliados, pensionados y vinculados a la entidad, para lo cual, ha implementado 

medidas tendientes al fortalecimiento de la capacidad operativa (poblamiento de 
planta de personal, procesos, infraestructura tecnológica y modelo de atención al 
usuario)”. 

 
ORDENES COMPLEJAS PARA EL CUMPLIMIENTO DE UN PROCESO 

ORDINARIO 
 

“De otra parte, tal como se ha venido manifestando en el presente escrito, es 
menester señor Juez, tener en cuenta que la orden del fallo ordinario es una de 
aquellas considerada “orden compleja”, pues para acatarse, Colpensiones debe 
desarrollar actuaciones administrativas que no le son imputables únicamente la 
entidad, sino que además se requiere de la intervención de fondo de pensiones la 
AFP por lo que hasta que esta no desarrolle las actividades a su cargo, no será 
posible acatar integralmente el fallo ordinario laboral, toda vez que inicialmente se 

debe realizar una gestión para que la afiliación de Colpensiones quede sincronizada 
en SIAFP lo cual depende de la AFP y del administrador de Sistema, posteriormente 
debe realizarse el traslado de los recursos que se encontraban en la AFP, para 
poder proceder a verificar la imputación y actualizar la historia laboral”. 
 
“Respecto al tema, la Corte ha señalado que las ordenes complejas son “mandatos 

de hacer que generalmente requieren del transcurso de un lapso significativo de 
tiempo, y dependen de procesos decisorios y acciones administrativas que 
pueden requerir el concurso de diferentes autoridades y llegar a representar 
un gasto considerable de recursos, todo lo cual suele enmarcarse dentro de una 
determinada política pública”. 
 
“Lo anterior como se evidencia, es justamente la situación que ocurre en el 

presente caso, ya que para que COLPENSIONES pueda realizar las acciones su 
cargo, requiere de la intervención de un tercero”.  
 
“Respecto a esto último, la Corte ha indicado que la intervención del Juez 
Constitucional se encuentra restringida, pues además de verificar si no existe otro 
medio, si a pesar de existir el mismo no es eficaz, si hay un posible perjuicio 
irremediable, también debe tener en cuenta situaciones particulares como cuando 

el asunto se encuentra inmerso en una orden compleja, veamos como lo señaló 
en la sentencia T-267 de 2018”. 
 

“Así las cosas, el Juez Constitucional, deberá tener en cuenta todas las 
circunstancias anteriormente señaladas, para determinar en el caso concreto, 
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Colpensiones no ha vulnerado derechos fundamentales del accionante y en cambio 
se encuentra desarrollando todas las actuaciones necesarias para que la AFP”. 
 
“Así pues, debe tenerse en cuenta que decidir de fondo las pretensiones del 
accionante y acceder a las mismas, invade la órbita del juez ordinario y su 
autodominio, pero además excede las competencias del juez constitucional, en la 

medida que no se probó vulneración a derechos fundamentales, ni la existencia de 
un perjuicio irremediable que haga viable proteger derecho alguno”. 
 

PROBLEMA JURIDICO  

 
Dentro de la presente acción de tutela corresponde determinar si las accionadas 

el ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, y 

vulnera los derechos fundamentales constitucionales petición, seguridad social y 

debido proceso del señor RAFAEL ANTONIO VÉLEZ FERNÁNDEZ al no 

pronunciarse respecto al derecho de petición de fecha 04 de noviembre de 2022 

con radicado 2022_16275970 en el que solicita dar cumplimiento pronto y 

oportuno a las sentencias proferidas por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CUNDINAMARCA SECCIÓN SEGUNDA- SUBSECCIÓN D y del CONSEJO DE 

ESTADO – SECCIÓN SEGUNDA – SUBSECCIÓN A. 

 
PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 
Como se sabe, la acción de tutela, consagrada en la Constitución Política de 

Colombia, en su artículo 86, se ha concebido como un mecanismo de 

procedimiento preferente y sumario, que todo ciudadano tiene ante los jueces 

de la República, para que por ella misma o interpuesta persona reclame la 

protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad 

pública o particular, mediante acción u omisión propia. 

 
Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la 

acción de tutela se encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos:  

Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea 

vulnerado o amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad 

pública o excepcionalmente de un particular y que no exista otro medio de 

defensa Judicial. 

 
Como  efectivamente  se  trata  de  un  derecho  fundamental,  es del caso hacer  

algunas: 

 

CONSIDERACIONES 
 

1.-De la procedencia de la acción de tutela 

La  Acción  de  Tutela,  es  un  mecanismo  constitucional,  cuyo  objeto son los 

Derechos  fundamentales y su finalidad es la protección de los mismos frente a 

acciones u omisiones de funcionarios públicos o de particulares que tiendan a 

menoscabarlos. 
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Además, constituye un mecanismo de origen constitucional de carácter 

subsidiario. Esto significa que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una 

específica institución procedimental para lograr el amparo del derecho 

sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución 

Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás 

procedimientos que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a 

defender los derechos fundamentales. 

 
De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Fundamental, 

penúltimo inciso, desarrollado en el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 

1991 es condición negativa de procedibilidad de la Acción de Tutela que el 

afectado disponga de otro medio de defensa judicial. Esta condición clara y 

precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 
2.- Del  caso concreto,  tenemos  que  la  acción invocada se centra en obtener 

respuesta a la solicitud enunciada en el acápite de antecedentes de la presente 

providencia. 

 
Sobre  los derechos invocados como vulnerables es de traer a colación lo dicho 

por la Honorable Corte Constitucional en algunos de sus fallos, así: 

 

El artículo 23 de la Carta Política el cual dispone: “Toda persona tiene derecho 

a  presentar  peticiones  respetuosas  a  las autoridades por motivos de 

interés general o particular y a obtener pronta resolución...". 

 
De conformidad con este precepto constitucional, cualquier autoridad, ante una 

petición  respetuosa  de  un  ciudadano por motivos de interés particular, como 

ocurre en el presente caso, está obligada a pronunciarse de fondo, no sólo en 

forma rápida, sino haciendo efectivo el derecho adquirido del ciudadano, en lo 

que constituye el objeto de la solicitud. 

 
El término para que la Administración resuelva la petición está consagrado  en 

el art. 14 del Código Contencioso Administrativo ley 1437 de 2011, el cual fue 

declarado INEXEQUIBLE por la HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL, 

con efectos diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, donde se establece que 

debe hacerlo dentro del límite máximo de QUINCE DIAS siguientes a la fecha 

de recibo de aquella, desde luego, entendiéndose que cuando la ley habla de 

días, éstos son  hábiles (art. 62 del Código de Régimen Político y Municipal). 

 
En  apoyo  de  las  anteriores  consideraciones y para una mayor claridad de las 

anteriores consideraciones y para una mayor claridad de las mismas, el Juzgado 
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estima oportuno citar apartes de lo dicho por la Honorable Corte Constitucional, 

sobre el particular, en uno de sus fallos:  

 
  "En la Sentencia T-1160A de 2001, la Corte Constitucional compiló los criterios 

desarrollados por la jurisprudencia acerca del derecho de petición, para lo cual 
se fundó, en buena medida, en la sistematización elaborada en la Sentencia T-
377 de 2000: 

 
a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 

mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 
garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, 

a la participación política y a la libertad de expresión. 
 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 
oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 
autoridad si esta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe 

resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo 
solicitado 3. ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con 
estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional 
fundamental de petición. 

 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco 

se concreta siempre en una respuesta escrita. 
 

e) Este  derecho,  por  regla  general,  se  aplica a entidades estatales, esto es, a 
quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones 
privadas cuando la ley así lo determine. 

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante 
particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular 

presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho 
de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando 

el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de 
otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si 
la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será 
un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. 
 

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene 
la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se 
acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días 
para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí 
dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 
autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el 

cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad 
del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado 
de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte 
Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que 
ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la 
respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas 

siguientes. 

 
En la Sentencia T-1006 de 2001, la Corte adicionó dos reglas jurisprudenciales 
más: 

 
j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del 

deber de responder; 
 

k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su 
respuesta al interesado"". (C. Const., Sent. T-466, mayo 13/2004. M.P. Manuel 
José Cepeda Espinosa). 

 
Sobre el Derecho a la Seguridad Social la Corte Constitucional ha señalado 

en algunos de los apartes de la Sentencia C-083 de 2019, lo siguiente: 

 
“(…) De acuerdo con el artículo 48 de la Constitución Política la seguridad social es 
un derecho irrenunciable, que se garantiza a todos los habitantes a través de un 
servicio público, bajo la dirección, coordinación y control del Estado, fundado en 
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los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Al tratarse de un derecho 
social fundamental requiere para su realización efectiva un desarrollo legal, la 
implementación de políticas encaminadas a obtener los recursos necesarios para 
su materialización, así como la provisión de una estructura organizacional, que 
conlleve a la realización de prestaciones positivas, para asegurar unas condiciones 
materiales mínimas de exigibilidad.” 

 
“Para ampliar progresivamente la cobertura de la seguridad social, se han utilizado 
diversos métodos, uno de ellos es habilitar tanto a las entidades públicas, como 
privadas a prestar los servicios, bajo estrictos criterios de control y protección de 
sus recursos, de manera que no puedan destinarse, ni utilizarse para fines distintos 
a los de cumplir y satisfacer las prestaciones que de ella emanan y que son 

múltiples. Así mismo se han introducido, de acuerdo con la necesidad de cada 
Estado, principios técnicos para la indemnización de los riesgos sociales, que 
garanticen medios de existencia tanto como sea posible.” 

 
“Esta Corporación ha explicado cómo se han venido transformando las formas de 

indemnizar tales riesgos sociales, no solo en cuanto a las técnicas usadas, sino a 
la finalidad pretendida, específicamente al plantear la conversión del seguro social 
al de seguridad social entendida como derecho social fundamental.” 
 
“Esta conversión se realizó en la Ley 100 de 1993, que tal como lo explicó en su 
momento la sentencia C-408 de 1994, procuró que la seguridad social tuviese una 
cobertura integral de las contingencias y para ello se ocupó tanto de la salud, como 

de los riesgos asociados a la vejez, la invalidez, la muerte, el desempleo y la 
pobreza.” 
 
“Especialmente la protección de la vejez, que se asienta en deberes de humanidad 
ante el debilitamiento del ser humano y que, por razón de justicia social, garantiza 
el descanso en contrapartida al esfuerzo que ha implicado vivir y trabajar, se 

realiza en el sistema de la Ley 100 de 1993 a través de la pensión y de los auxilios 
dispensados para quienes, pese a tener más de 65 años, carecen de rentas para 
subsistir, además de encontrarse en condiciones de pobreza extrema (...)”. 
 

En cuanto a la presunta vulneración del Derecho al Debido Proceso conviene 

anotar lo sostenido por la Corte Constitucional en algunos apartes de la 

Sentencia C-163 de 2019:  

 
“(…) De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte, el debido proceso comporta al 
menos los derechos (i) a la jurisdicción, que a su vez conlleva las garantías a un 
acceso igualitario de los jueces, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las 
decisiones ante autoridades de jerarquía superior y al cumplimiento de lo decidido 
en el fallo; (ii) al juez natural, identificada como el funcionario con capacidad legal 

para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación, de acuerdo con la 
naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división del trabajo 
establecida por la Constitución y la Ley; y (iii) el derecho a la defensa (...)”. 
  
“(…) El debido proceso constituye un conjunto de garantías destinadas a la 
protección del ciudadano vinculado o eventualmente sujeto a una actuación judicial 

o administrativa, para que durante su trámite se respeten las formalidades propias 

de cada juicio. En consecuencia, implica para quien asume la dirección del 
procedimiento la obligación de observar, en todos sus actos, la plenitud de las 
formas previamente establecidas en la Ley o en los reglamentos. Esto, con el fin 
de preservar los derechos de quienes se encuentran incursos en una relación 
jurídica, en todos aquellos casos en que la actuación conduzca a la creación, 
modificación o extinción de un derecho o una obligación o a la imposición de una 

sanción (…)”.  
 
“(…) Bajo la acepción anterior, el debido proceso se resuelve en un desarrollo del 
principio de legalidad, en la medida en que representa un límite al poder del 
Estado. De esta manera, las autoridades estatales no pueden actuar a voluntad o 
arbitrariamente, sino únicamente dentro de las estrictas reglas procedimentales y 
de contenido sustancial definidas por la Ley. La manera de adelantar las diferentes 

etapas de un trámite, de garantizar el derecho de defensa, de interponer los 
recursos y las acciones correspondientes, de cumplir el principio de publicidad, 
etc., se encuentra debidamente prevista por el Legislador y con sujeción a ella 

deben proceder los jueces o los funcionarios administrativos correspondientes 
(...)”.  
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“(…) Desde  otro  punto  de  vista, el debido proceso no solo delimita un cauce de 
actuación legislativo dirigido a las autoridades sino que también constituye un 
marco de estricto contenido prescriptivo, que sujeta la producción normativa del 
propio Legislador. En este sentido, al Congreso le compete diseñar los 
procedimientos en todas sus especificidades, pero no está habilitado para hacer 
nugatorias las garantías que el Constituyente ha integrado a este principio 

constitucional. De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte[18], el debido proceso 
comporta al menos los derechos (i) a la jurisdicción, que a su vez conlleva las 
garantías a un acceso igualitario de los jueces, a obtener decisiones motivadas, a 
impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía superior y al cumplimiento 
de lo decidido en el fallo; (ii) al juez natural, identificada como el funcionario con 
capacidad legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación, de 

acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división 
del trabajo establecida por la Constitución y la Ley; y (iii) el derecho a la defensa 
(...)”.  
 
“(…) Del debido proceso también hacen parte, los derechos a (iv) las garantías 

mínimas de presentación, controversia y valoración probatoria; (v) a un proceso 
público, llevado a cabo en un tiempo razonable y sin dilaciones injustificadas; (vi) 

y a la independencia e imparcialidad del juez. Esto se hace efectivo cuando los 
servidores públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar 
justicia, ejercen funciones separadas de aquellas atribuidas al Ejecutivo y al 
Legislativo y la decisión se fundamenta en los hechos del caso y las normas 
jurídicas aplicables (...)”. 

  

Revisado  el  contenido de la presente acción, se tiene que la acción invocada  

se centra  en  obtener  respuesta  a  las  peticiones  enunciadas  en  el acápite 

de antecedentes de la presente providencia, si bien es cierto la accionada allegó 

respuesta a este Despacho sobre el derecho de petición invocado por la parte 

accionante, no anexó copia del oficio en el que le da respuesta a la parte 

accionante, considera el Despacho que además la respuesta emitida por parte 

de la entidad accionada es una respuesta de tipo dilatorio y no indica cuando 

dará cumplimiento a la providencia de una Alta Corporación, en este caso a la 

providencia de segunda instancia proferida por el CONSEJO DE ESTADO  - 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – SECCIÓN SEGUNDA – 

SUBSECCIÓN A de fecha 17 de septiembre de 2020, que confirmó el Fallo de 

Primera Instancia del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA – 

SECCIÓN SEGUNDA – SUBSECCIÓN D, de fecha 14 de septiembre de 2017, 

en el que declaró la existencia del silencio administrativo ficto o presunto 

negativo respecto del recurso de apelación interpuesto contra la Resolución No. 

GNR 285199 del 18 de septiembre de 2015, mismo que declaró la nulidad 

parcial de la Resolución No. 012775 del 12 de mayo de 2010 y la nulidad de las 

Resoluciones Nos. VPB 6650 del 06 de mayo de 2014, GNR 285799 del 18 de 

septiembre de 2015, GNR 105593 del 14 de abril de 2016 y acto ficto negativo 

proferidas por COLPENSIONES, que como consecuencia ordenó a la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, 

reliquidar la pensión del aquí accionante.   

 

 
Sin más consideraciones, es del caso TUTELAR el derecho de petición invocado 

por el señor RAFAEL ANTONIO VÉLEZ FERNÁNDEZ, identificado con la C.C. 
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No. 19.130.309, contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES – COLPENSIONES, identificada con NIT. No. 900.336.004-7 y 

en consecuencia ORDENAR al REPRESENTANTE LEGAL Y/O QUIEN HAGA 

SUS VECES, de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 

COLPENSIONES, que en el término máximo de CUARENTA Y OCHO (48) 

HORAS contadas a partir de la notificación de este fallo, se sirvan pronunciar 

sobre el derecho de petición con radicado 2022_16275970 en el que solicita 

dar cumplimiento pronto y oportuno a las sentencias proferidas por el CONSEJO 

DE ESTADO  - SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – SECCIÓN 

SEGUNDA – SUBSECCIÓN A de fecha 17 de septiembre de 2020, que confirmó 

el Fallo de Primera Instancia del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CUNDINAMARCA – SECCIÓN SEGUNDA – SUBSECCIÓN D, de fecha 14 de 

septiembre de 2017. 

 

D E C I S I Ó N 
 
 

En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL 

CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C, Administrando Justicia en nombre de la República 

De Colombia y por autoridad de la Ley. 

 

R E S U E L V E 

 
 

PRIMERO: PRIMERO: TUTELAR el derecho de petición invocado por el señor 

RAFAEL ANTONIO VÉLEZ FERNÁNDEZ, identificado con la C.C. No. 

19.130.309, contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 
SEGUNDO:  ORDENAR al REPRESENTANTE LEGAL Y/O QUIEN HAGA SUS 

VECES, de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 

COLPENSIONES, que en el término máximo de CUARENTA Y OCHO (48) 

HORAS contadas a partir de la notificación de este fallo, se sirvan pronunciar 

sobre el derecho de petición con radicado 2022_16275970 en el que solicita 

dar cumplimiento pronto y oportuno a las sentencias proferidas por el CONSEJO 

DE ESTADO  - SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – SECCIÓN 

SEGUNDA – SUBSECCIÓN A de fecha 17 de septiembre de 2020, que confirmó 

el Fallo de Primera Instancia del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CUNDINAMARCA – SECCIÓN SEGUNDA – SUBSECCIÓN D, de fecha 14 de 

septiembre de 2017. 

 
TERCERO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. 
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CUARTO: Si la presente decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a la 

H. Corte Constitucional para su eventual revisión, en cumplimiento a lo 

preceptuado en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

LA JUEZ,                  
 

 
 

ORIGINAL FIRMADO POR: 

LEÍDA BALLÉN FARFÁN 
 

 

 
 
MTRV  
 

 
 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO  
DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por 
 anotación en estado: 

 
No. 094 del 07 de junio de 2023 

 
LUZ MILA CELIS PARRA 

SECRETARIA 


